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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

 
Resolución 001349-2021-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 

 
Expediente : 01020-2021-JUS/TTAIP 
Recurrente : ANA BARREDA COAQUIRA 
Entidad           : GOBIERNO REGIONAL DE AREQUIPA 
Sumilla           :           Declara fundado recurso de apelación  
 
Miraflores, 25 de junio de 2021 

 
VISTO el Expediente de Apelación N° 01020-2021-JUS/TTAIP de fecha 12 de mayo de 
2021, interpuesto por ANA BARREDA COAQUIRA contra la denegatoria por silencio 
administrativo negativo de sus solicitudes de acceso a la información pública presentada 
ante GOBIERNO REGIONAL DE AREQUIPA de fechas 17 de marzo de 2021. 

 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fechas 17 de marzo de 2021, con Reg. documento 03579767 expediente 
02356248 la recurrente solicitó: “informes de escalafón de los siguientes servidores 
públicos que laboran en la Escuela Nacional De Artes Carlos Baca Flor :1. Catacora 
Pinazo Alcides. 2. Corimayo Velarde Alberto Víctor. 3. Hurtado Quispe Alfonso Ángel. 
4. Mendoza Calle Fidel Hugo. 5 Pauca Lima Peregrina Claudina. 6. Sánchez Santiago 
Mario. 7 Suyo Medina Flavio. Asimismo, con Reg. documento 03579797, expediente 
02356260, la recurrente solicitó lo siguiente: “RESOLUCIÓN DE APROBACIÓN DE 
CUADRO DE HORAS Y CUERPO DE LA MISMA, DE LA ESCUELA NACIONAL DE 
ARTES CARLOS BACA FLOR, PARA EL PERIODO 2021”. 
 
Con fecha 12 de mayo de 2018, al considerar denegada la referida solicitud y en 

aplicación del silencio administrativo negativo por parte de la entidad, la recurrente 

presentó el recurso de apelación materia de análisis. 

Mediante Resolución 001242-2021-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA1 se admitió a 
trámite el referido recurso de apelación, solicitando a la entidad la formulación de sus 
descargos sin que a la fecha haya presentado documentación alguna. 
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 

 
1  Resolución de fecha 11 de junio de 2021, notificada a la entidad el 15 de junio de 2021. 
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el pedido, exceptuando las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
Por su parte, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 

aprobado por el Decreto Supremo N.º 021-2019-JUS2, establece que por el principio 

de publicidad toda información que posea el Estado se presume pública, salvo las 

excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar la información 

que demanden las personas en aplicación de dicho principio. 

Así también, el artículo 10 de la citada ley señala que las entidades de la 

Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 

refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 

magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 

obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 

De otro lado, el artículo 13 de la Ley de Transparencia, refiere que la solicitud de 

información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de 

crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al 

momento de efectuarse el pedido, por lo que en este caso, la entidad de la 

Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la 

solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto de la información 

solicitada. 

Además, el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Transparencia señala que las 

excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los únicos 

supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, 

por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación 

a un derecho fundamental.  

 

2.1 Materia en discusión 
 

De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 

solicitada por la recurrente es de acceso público.  

2.2 Evaluación  
 
Conforme con lo dispuesto por las citadas normas y en aplicación del Principio 
de Publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional ha señalado en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 03035-2012-PHD/TC, que “De acuerdo 
con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso a 
la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y 
encontrarse debidamente fundamentadas".  
 

 
2  En adelante, Ley de Transparencia.  
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Con relación a la gestión de los Gobiernos Regionales el numeral 2 del artículo 
8 de la Ley N° 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, establece que la 
gestión de los gobiernos regionales se rige, entre otros, por el principio de 
transparencia3. 
 
Por otro lado, con relación a la aplicación de las excepciones al derecho de 
acceso a la información pública regulada en el artículo 18 de la Ley de 
Transparencia, en el Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente 
N° 02579-2003-HD/TC, el Tribunal Constitucional ha señalado que: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado.” (subrayado 
nuestro). 
 
En el caso de autos, la recurrente solicitó a la entidad informes de escalafón de 
servidores públicos que laboran en la Escuela Nacional de Artes Carlos Baca 
Flor, así como la Resolución de Aprobación de Cuadro de horas y el cuerpo de 
la misma, de la mencionada escuela para el periodo 2021,conforme al detalle de 
su solicitud.  
 
Ahora bien, de autos se advierte que la solicitud de acceso a la información 

pública presentada por la recurrente no fue atendida conforme a ley, habiendo 

omitido comunicar la entidad que no contaba con la información solicitada, no 

tenía la obligación de poseerla o que, de mantenerla en su poder, esta se 

encontraba contemplada en algún supuesto de excepción al derecho de acceso 

a la información pública previsto por la Ley de Transparencia, siendo que le 

corresponde la carga de la prueba, toda vez que a la fecha el referido 

requerimiento no ha sido materia de respuesta por parte de la entidad. 

En tal sentido, siendo que la gestión de los gobiernos regionales se rige por los 
principios de transparencia y publicidad, y en aplicación de las normas y criterios 
constitucionales citados, la documentación que toda entidad posea, administre o 
haya generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, atribuciones 
o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, utilización o el 
medio en el que se contenga o almacene, constituye información de naturaleza 
pública. 
 
En cuanto al informe escalafonario, se debe mencionar que es el reporte que 
contiene la información histórica de todo el personal que desempeña labor de 
profesor y otros cargos, en otras palabras resume la vida del profesional en tanto 

 
3  “Artículo 8.- Principios rectores de las políticas y la gestión regional 

 La gestión de los gobiernos regionales se rige por los siguientes principios: 
 (…) 
2. Transparencia. - Los planes, presupuestos, objetivos, metas y resultados del Gobierno Regional serán difundidos 
a la población. La implementación de portales electrónicos en internet y cualquier otro medio de acceso a la 
información pública se rige por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nº 27806.” 
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servidor público del Estado, desde que empezó a trabajar hasta la actualidad, 
respecto a ello es pertinente mencionar los Fundamentos 1, 10 y 11 de la 
sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 03035-2012-
PHD/TC, que establece que es de carácter público:  
 
“8. Es objeto de revisión, a través del recurso de agravio constitucional, el 
extremo de la decisión de segunda instancia emitida en el proceso de hábeas 
data por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Lima que, revocando la apelada, no estimó la entrega de copias certificadas de 
la hoja de vida e informe escalafonario del Director de la Ugel 05 (…)”. 
 
10. Luego de sopesar los derechos fundamentales comprometidos, esto es, el 
derecho de acceso a la información pública de la actora (dimensión individual) y 
la sociedad en su conjunto (dimensión colectiva) con el derecho a la privacidad 
de don Humberto Elías Rossi Salinas, este Colegiado considera que el extremo 
impugnado debe ser declarado fundado en atención a que la supervisión 
ciudadana sobre la forma como el Estado brinda el servicio público de educación 
escolar amerita que la hoja de vida de quienes desempeñen labores directivas 
(así se haya consignado en la hoja de vida la forma de contactarse con don 
Humberto Elías Rossi Salinas), así como el informe escalafonario del aludido 
ciudadano, sean susceptibles de ser publicitados”. (resaltado nuestro). 
 
11. Negar la entrega de la referida información termina por desincentivar la 

necesaria participación de la población en el manejo de la educación escolar 

pública, contraviniendo el artículo 15.º de nuestra Constitución, que establece 

expresamente que el magisterio es evaluado tanto por el Estado como por la 

sociedad, y que esta tiene los mayores incentivos en fiscalizarla rigurosamente 

en la medida que su propio bienestar se encuentra ligado a que dicho servicio 

público cumpla con brindar a sus niños y adolescentes una educación de calidad 

para que puedan forjar su propio proyecto de vida”.   

Respecto a la Resolución de Aprobación de Cuadro de horas, es un documento 
administrativo que la entidad no ha negado poseer, y cual debe entregar por el  
derecho que tiene todo ciudadano a fiscalizar la gestión administrativa de las 
entidades del Estado, respecto a ello, el Tribunal Constitucional ha señalado en 
el Fundamento 28 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04407-2007-
PHD/TC, lo siguiente: 

“En ese sentido, este Colegiado reconoce que uno de los mecanismos más 
efectivos de prevención de la lucha contra la corrupción es la publicación 
periódica, detallada y completa de los ingresos y rentas de los funcionarios y 
servidores públicos, ya que, al estar disponible dicha información, los incentivos 
para malversar los fondos públicos disminuirían considerablemente ante la 
amenaza de ser descubierto; ya no solamente por las autoridades 
gubernamentales encargadas de procesar, almacenar y fiscalizar dicha 
información, o por las autoridades jurisdiccionales correspondientes; sino por 
cualquier persona interesada en obtener dicha información”. 

 

 

En consecuencia, siendo que la gestión de las entidades públicas se rige por los 

principios de transparencia y publicidad, y en aplicación de las normas y criterios 

constitucionales citados, la documentación que toda entidad posea, administre o 
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haya generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, atribuciones 

o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, utilización o el 

medio en el que se contenga o almacene, constituye información de naturaleza 

pública, en consecuencia, corresponde que la entidad entregue la información 

solicitada por la recurrente, al no haberse desvirtuado el Principio de Publicidad 

sobre dichos documentos; caso contrario, deberá comunicarle de forma clara, 

precisa y veraz acerca de su inexistencia o en caso conozca quien posea la 

información deberá reconducir la solicitud de la recurrente poniendo en 

conocimiento de dicho acto al administrado. 

Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de 

la Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma 

y que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a 

que se refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo 

ser incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a 

que hace referencia el artículo 376° del Código Penal.  

Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste la 

orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones, 

salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena privativa de libertad 

no menor de tres ni mayor de seis años. 

Por los considerandos expuestos y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y 

en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que 

crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la Regulación de la Gestión 

de Intereses;  

SE RESUELVE:  

Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación recaído en el expediente 

N° 01020-2021-JUS/TTAIP de fecha 12 de mayo de 2021, interpuesto por ANA 

BARREDA COAQUIRA; en consecuencia, ORDENAR al GOBIERNO REGIONAL DE 

AREQUIPA que entregue la información pública solicitada por la recurrente, conforme 

a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente resolución, bajo 

apercibimiento de que la Secretaría Técnica de esta instancia, conforme a sus 

competencias, remita copia de los actuados al Ministerio Público en caso se reporte su 

incumplimiento, en atención a lo dispuesto por los artículos 368 y 376 del Código Penal. 

Artículo 2.- SOLICITAR al GOBIERNO REGIONAL DE AREQUIPA que, en un plazo 

máximo de siete (7) días hábiles, acredite a esta instancia la entrega de dicha 

información a ANA BARREDA COAQUIRA.  

Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS.  

Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a la ciudadana 

ANA BARREDA COAQUIRA y al GOBIERNO REGIONAL DE AREQUIPA de 

conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
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Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 

(www.minjus.gob.pe). 

 

 

vp:pcp/cmn 
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